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PAOLA ANDREA CALDERON AYALA, actuando en nombre propio, 
respetuosamente acudo a su despacho, a fin de que ampare los derechos 

fundamentales que me asisten a a tener un debido proceso administrativo y al 
acceso al empleo público por mérito como garantía del derecho a participar en 

la conformación política del poder estatal, vulnerados por la Comisión Nacional 
del Servicio Civil por conducto del operador del proceso de selección DIAN 2022 
que resulta ser la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA, conforme a los 

siguientes: 

HECHOS 

PRIMERO: Me inscribí como participante del concurso DIAN 2022 para la OPEC 

198419 Gestor II modalidad ingreso para el proceso Planeación, Estrategia y 

Control – Subproceso Gestión Jurídica. 

 

SEGUNDO: El proceso DIAN 2022 se rige por el Acuerdo CNSC 08 del 29 de 

diciembre de 2022; el Anexo técnico de dicho Acuerdo y el Acuerdo 

Modificatorio 24 del 15 de febrero de 2023. 

 
De conformidad con dicha normatividad para la valoración de los aspirantes se 

aplicarían 5 pruebas: competencias básicas; competencias conductuales, 

competencias funcionales, prueba de integridad y valoración de antecedentes. 

 
Los puntajes que obtuve en dichas pruebas se reflejan a continuación: 

 
 

 

TERCERO: Habiendo superado las pruebas eliminatorias (básicas y funcionales), el 

operador Fundación del Área Andina (en adelante FUAA) procedió a efectuar la 

calificación de antecedentes, siendo publicados los resultados el 31 de octubre de 

2023. 

 
En dicha oportunidad, se me asignó una calificación de 80/100. 

Oportunamente presenté reclamación en contra del resultado obtenida por 

estimar que la puntuación en realidad correspondía a 95/100 aduciendo una 

indebida valoración de la educación formal. 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:notificacionjudicial@areandina.edu.co


 

 

En cuanto a la educación formal, se explicó que la maestría de Derecho 

Humanos aportada dentro del proceso debía ser tenida en cuenta para la 

valoración de antecedentes por guardar relación directa con las funciones a 

desempeñar y para el efecto se aportó el pensum del programa formativo 

efectuando una comparación con las funciones a desempeñar. En ese sentido, se 

debían otorgar 15 puntos adicionales por este concepto. 

 

El 21 de noviembre la FUAA respondió la reclamación y se sostuvo en considerar 

que la Maestría de Derechos Humanos no debía ser objeto de puntuación porque 

según el numeral 5.3 del anexo técnico, la educación debe estar “relacionada 

con las funciones del empleo a proveer” y en su criterio: 

 
 

 
De conformidad con el ponderado actual, en el puntaje sumo 83.02 unidades y se 

me ubica en el puesto 460 para un total de 83 vacantes.  

 
De variar el puntaje obtenido de 80 a 95, siendo que el valor porcentual de 

antecedentes es del 10%, el puntaje en el ponderado aumentaría, lo cual me 

llevaría a ocupar muchísimos más adelante, lo que permitiría que al momento de 

utilizar la lista de elegibles fuera más factible el acceso a una vacante.  

 

MEDIDA PROVISIONAL  

 
 

Teniendo en cuenta que contra la decisión que resuelve la reclamación no 
procede recurso alguno, sino el medio de control, el cual puede demorarse en 

resolverse como mínimo un (1) año, lo cual se configura en un riesgo inminente, 
pues en este momento se encuentra el concurso en la conformación de la lista 

de elegibles y al encontrarme en un puesto en donde no fue calificada en 
debida forma la educación formal, al quedar estas en firme no podría obtener 



 

 

ninguna de las vacantes ofertadas, razón por la cual, le solicito al despacho 
ordenar suspender la conformación de estas, hasta que resuelva la presente 

acción.  
 

FUNDAMENTACIÓN DE LA ACCIÓN 

 

El proceso de selección de personal por concursos de mérito se consolida como la 

actuación administrativa a través de la cual se concreta el postulado 

constitucional del artículo 125 superior que indica:  

 

“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan 

los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores 

oficiales y los demás que determine la ley. 

 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por 

la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes.” 

 
En vista de lo anterior, el proceso de selección DIAN 2022 es objeto del mandato 

consagrado en el artículo 29 de la Constitución que entraña la garantía del 

debido proceso, que ha de reflejarse en el respeto irrestricto a las condiciones de 

la convocatoria, lo que a su turno es una expresión del numeral 7 del artículo 40. 

 

Para la suscrita ciudadana la Comisión Nacional del Servicio Civil por conducto 

de su operador la FUAA ha lesionado mis derechos fundamentales al debido 

proceso y el acceso al empleo público por mérito por los siguientes argumentos: 

 
La indebida valoración de antecedentes se concreta en el desconocimiento de 

que la Maestría de Derechos Humanos está relacionada con las funciones del 

cargo. 

 
En la reclamación elevada ante el operador, la suscrita participante fundamentó 

a partir del currículo del programa la forma en que la educación magistral de la 

cual soy titular encaja con suficiencia en relación con las funciones del empleo 

ofertado. 

 
De conformidad con el numeral 5.3 del anexo técnico que rige la convocatoria 

la valoración de la educación se realizaría: 

 

Por su parte, el operador FUAA decidió efectuar el análisis a partir del propósito 

general de la OPEC y no respecto a las funciones puntuales del cargo. 

 

El propósito general del cargo es un descriptor guía que permite al momento de 

diseñar el cargo y ubicarlo funcionalmente orientar los verbos rectores de las 

actividades que se asignarán al empleo; sin embargo por su misma naturaleza 

consagra parámetros generales que no se concretan al mismo nivel de detalle 



 

 

que una función. 

 

 

Así las cosas, el operador desatendió el anexo técnico que disponía que la 

valoración de la educación debía hacerse no en función del parámetro general 

del propósito del cargo, sino a nivel de detalle de funciones. 

De conformidad con la Ficha FT-TAH-1824 que delimita el manual de funciones 

correspondiente a la OPEC a la que me postulé, las características del cargo son:  

 

 

 

En cuanto a las funciones asignadas para este cargo, se tiene que: 
  

 

En cuanto a las competencias funcionales en sus equivalencias la ficha señala: 
 

Al realizar la revisión del manual de funciones, para el cargo al cual me postule, 

se encuentra que dentro del acápite de equivalencias, se encuentra, la 
indicación en el numeral diecinueve (19) “constitución política: Derechos 

fundamentales….”, adicional al numeral dieciséis (16), donde indica “Derecho 
Constitucional” 

 
 



 

 

 
 

 Es decir que, dentro de las competencias básicas u organizaciones, se encuentra 
el derecho Constitucional. 

 

 

Al revisar, la malla curricular de la maestría de Derechos Humanos, de la 

Universidad Pedagógica y Tecnológica de Tunja, Sede Bogotá, realizada por la 

suscrita, la misma cuenta con la asignatura en tercer semestre “Derechos 

humanos, Constituciones Políticas y Nuevos Derechos”, en el tema “¿Existe un 

“nuevo Constitucionalismo” Latinoamericano?, se abordó el estudio de la 

Constitución Política Colombiana, desarrollando a cabalidad el estudio de los 

derechos fundamentales que se encuentran en ella. Así mismo, en el segundo 

semestre en la asignatura “Historia y Conflictos Sociales en América Latina”, al 

estudiarse en la unidad primera el tema “América Latina: la transición a los 

gobiernos constitucionales”; en el tema ¿existe un nuevo constitucionalismo? y 

por último en el tema “De la Constitución de 1991 a la crisis de 1999” se aborda 

dentro de cada uno de estos, nuevamente el derecho Constitucional 

Colombiano. 

 

Lo anterior quiere decir, que la Maestría de Derechos Humanos, si aplica a las 

funciones del cargo, dentro de las competencias básicas u organizacionales, 

toda vez, que dentro de la referida maestría, se estudió el Derecho Constitucional 

y por ende el de los Derechos Fundamentales, los cuales se encuentran 

consagrados dentro de la Constitución Política Colombiana. La información 

suministrada sobre la malla curricular se puede verificar en la siguiente imagen y 

directamente en la url de la página de la universidad, la cual se encuentra inserta 

en este documento, así mismo se adjunta documento de programación 

académica que me fue remitido, desde el correo de la universidad, el cual se 

inserta dentro de la presente reclamación donde consta que en III semestre curse 

las asignaturas de Derecho Constitucional en la Maestría de Derechos Humanos, 

tal y como se evidencia en la imagen adjunta. 

 

 



 

 

 

 
 
https://uptc.edu.co/sitio/portal/sitios/universidad/vic_aca/facultades/fac_dere/posg/mae_101994_b/03_infac.html 

 

 

De otro lado, en el manual de funciones para el cargo Gestor II, del área jurídica, 

se indica que las funciones, se encuentran dentro de la Resolución Interna de la 

DIAN No. 060 de 2020, la cual en su “ARTÍCULO 4. Funciones comunes a los 

empleos de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN.”, esto es, 

que son las cuales también se tienen asignadas, a todos aquellos que 

pertenezcan a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, en su Parágrafo 

1. “Sin perjuicio del cumplimiento de las funciones establecidas en el presente 

artículo y el anexo de esta Resolución, los empleos correspondientes a los 

diferentes niveles jerárquicos deberán cumplir con las funciones señaladas en la 

Constitución Política y en las leyes.”, quiere decir lo anterior, que si existen 

funciones asignadas en la Constitución Política, también aplican al cargo al cual 

me estoy postulando. Al verificar en el articulado de la Constitución Política 

Colombiana, en su artículo “ARTICULO 95. La calidad de colombiano enaltece a 

todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de 

engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos 

en esta Constitución implica responsabilidades. Toda persona está obligada a 

cumplir la Constitución y las leyes. 

 

Son deberes de la persona y del ciudadano: … 4. Defender y difundir los 

derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica…” El artículo 

123 ibidem, indica entre otros que servidores públicos están al servicio del Estado 

y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 

Constitución, esto es concordante en lo indicado en el artículo 95 No. 4, y como 

quiera que específicamente, la maestría realizada por la suscrita es de Derechos 

Humanos, puede dar cumplimiento por el conocimiento adquirido, a esta 

función también asignada por la Resolución Interna 060 de 2020. Sin perjuicio, de 

que los derechos humanos, son consustanciales, a cada una de las ramas del 

derecho y como se van a desarrollar, representación judicial y extrajudicial cada 

uno de los procesos adelantados, deben ajustarse a los derechos humanos y 

fundamentales, que como ya se dijo, se vieron a lo largo de la maestría 

estudiada. 

 

Teniendo en cuenta que para formular reclamación el escrito se construyó 

fundamentado en el Pénsum del programa de Maestría de Derechos Humanos, 

asociando el contenido académico de las áreas de formación básica de las 

componentes curriculares directamente ligadas con las equivalencias funcionales 

asignadas al GESTOR II del subproceso de gestión jurídica a partir del derecho 

constitucional y de los derechos fundamentales. 

 
Se explicó que las funciones endilgadas al empleo y las generales asignadas a 



 

 

todos los servidores de la entidad, que se encuentran establecidas dentro de 

anexo técnico del concurso del que participo, tienen relación directa con los 

derechos humanos, pues ellos corresponden a una línea trasversal de cualquier 

rama del derecho y de esto no se escapa el derecho tributario. 

 
SINTESIS DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
La acción de tutela plantea que se ha vulnerado el debido proceso por cuanto 

el operador FUAA de la CNSC en el concurso DIAN 2022 decidió desestimar la 

Maestría de Derechos Humanos como puntuable en la prueba de valoración de 

antecedentes por considerar que este estudio no se alinea al propósito del cargo. 

 

Se explica que la valoración debió realizarse respecto a las funciones del cargo 

como lo ordena el numeral 5.3 y no a partir del contenido abstracto del propósito 

del cargo. En ese sentido, se acredita con el pensum y el contenido curricular que 

la formación de magister en derechos humanos tiene relación con las funciones 

del cargo a desempeñar como Gestor II del subproceso de Gestión Jurídica. 

 
El hecho de que se haya evaluado de manera incorrecta genera que la 

puntuación consolidada sea menor y de una ubicación de 460, el realizar la 

debida valoración, garantiza el debido proceso por aplicación del anexo 

que rige la convocatoria y protege el principio constitucional de mérito 

como parámetro para el acceso al empleo público de carrera. 

 
PRETENSIONES 

 
1. Se tutelen mis derechos fundamentales al debido proceso y el 

acceso al empleo público vulnerados por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil por conducto de su operador la Fundación Universitaria 

del Área Andina. 

 

2. En consecuencia, ordenar a la FUAA que tenga por válida la Maestría 

de Derechos Humanos por estar relacionada con las funciones del 

cargo y las que son generales a todos los funcionarios de la DIAN, 

efectuando la respectiva valoración y asignando la puntuación que 

corresponde en el componente de antecedentes. 

 
PRUEBAS 

 
Por considerarlas útiles, pertinentes y conducentes me permito 

solicitar se tengan por tales: 

 

 
1. Reglamento de la convocatoria: Acuerdo CNSC 08 del 29 

de diciembre de 2022; el Anexo técnico de dicho Acuerdo 

y el Acuerdo Modificatorio 24 del 15 de febrero de 2023.  

 

2. Reclamación y respuesta a la reclamación.  

3. Estructura curricular del programa de Maestría en 

Derechos Humanos 

 
4. Ficha Manual de Funciones empleo Gestor II Subproceso Gestión 

Jurídica. 

 

5. Título de Maestría  
 



 

 

 
ASPECTOS FINALES 

 
A) Bajo la gravedad del juramento me permito manifestar que 

no he presentado acción de tutela por los mismos hechos 

y derechos relacionados en esta acción constitucional. 

 
B) La asignación de puntaje en la prueba de antecedentes y 

la resolución de la reclamación son actos administrativos 

de trámite no susceptibles de control por vía ordinaria, 

motivo por el cual se cumple el principio de subsidiariedad. 

 
C) He sufrido de manera directa la afectación a mis derechos 

fundamentales, lo que me legitima por activa, y la lesión 

ha sido causada por la CNSC y su operador la FUAA, por 

lo que están legitimadas por pasiva. 

 
D) La lesión a mis derechos fundamentales se concretó el 21 de 

noviembre de 2023, por lo que se cumple el requisito de 

inmediatez. 

 

 
 Del Señor Juez,  

 

 
 PAOLA ANDREA CALDERON AYALA  
 C.C. No. 52.515.433 de Bogotá   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 


